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SENTENCIA  
 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de enero de 2016. 

 La parte apelante, el señor Richard A. Vito d/b/a Sea Lovers 

Marina, comparece ante nos y solicita nuestra intervención a los 

fines de que dejemos sin efecto el pronunciamiento emitido por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Caguas, el 14 de agosto de 

2015, debidamente notificado a las partes el 21 de agosto de 2015.  

Mediante la aludida determinación, el foro primario desestimó con 

perjuicio la demanda por la parte apelante por insuficiencia en el 

diligenciamiento del emplazamiento.   

 Por los fundamentos expuestos a continuación, modificamos 

la Sentencia apelada para que la desestimación sea sin perjuicio, y 

así modificada, la confirmamos.   

I 

 El 28 de diciembre de 2009, el apelante, el señor Richard A. 

Vito, quien opera el negocio de servicio de muelle y facilidades de 

marina conocido como Sea Lovers Marina, presentó una Demanda 

sobre cobro de dinero en contra del señor Miguel A. Ortiz Pérez, 
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apelado, su esposa la señora Ivelisse Merced y la Sociedad Legal de 

Bienes Gananciales compuesta entre ambos.  Según se alegó en la 

reclamación, el 4 de abril de 2009, las partes de epígrafe 

suscribieron un contrato por virtud del cual la parte apelante le 

arrendó al apelado un espacio en el muelle de Sea Lovers Marina 

para el almacenaje de una embarcación de su propiedad.  La parte 

apelante arguyó, en esencia, que el apelado incumplió con los 

términos y condiciones del contrato de epígrafe, adeudándole un 

monto ascendente a mil setecientos cuarenta dólares ($1,740) al 

16 de diciembre de 2009, así como el pago de intereses, costas y 

gastos.   

El 22 de enero de 2010, se expidieron los emplazamientos 

dirigidos al señor Miguel A. Ortiz Pérez, por sí y en representación 

de la Sociedad Legal de Bienes Gananciales y a la señora Ivelisse 

Merced, por sí y en representación de la Sociedad Legal de Bienes 

Gananciales.  Tras múltiples incidencias procesales, el 8 de junio 

de 2010, el Tribunal dictó Sentencia Parcial y ordenó la 

desestimación con perjuicio de la causa de acción de autos en 

cuanto a la codemandada Ivelisse Merced y la Sociedad Legal de 

Bienes Gananciales, por razón de que entre ésta y el señor Ortiz 

nunca había existido un vínculo conyugal.   

 Así las cosas, por resultar infructuosos los esfuerzos 

realizados para localizar y emplazar al apelado, el 25 junio de 

2010, la parte apelante presentó una Moción Solicitando el 

Emplazamiento por Edicto de Miguel A. Ortiz Pérez.  Posteriormente, 

el 30 de junio de 2010, el foro de primera instancia le anotó la 

rebeldía a la parte apelada, declaró Ha Lugar la demanda de 

epígrafe y ordenó al apelado satisfacer a la parte apelante la suma 

de mil setecientos cuarenta dólares ($1,740) que reclamó en su 

demanda.  Entretanto, el 9 de agosto de 2010, el Tribunal declaró 
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Ha Lugar la moción peticionando el emplazamiento por edicto al 

apelado y expidió una orden a tales efectos.           

 Cerca de cinco (5) años más tarde, el 26 de enero de 2015, la 

parte apelante presentó una Moción Solicitando la Anulación de 

Sentencia, la Reapertura del Caso y la Renovación de la Orden de 

Emplazamiento por Edicto.  Adujo que al cotejar el expediente de 

autos en preparación para la ejecución de la sentencia advino en 

conocimiento de que el Tribunal no había asumido jurisdicción 

sobre la persona del apelado al momento de dictar la sentencia 

pues éste no había sido emplazado.  A la luz de lo anterior, solicitó 

al Tribunal que declarara nula la sentencia dictada, decretara la 

reapertura del caso y autorizara el emplazamiento por edicto del 

apelado.  La referida petición fue declarada Ha Lugar y, 

consecuentemente, el 3 de febrero de 2015, el Tribunal dejó sin 

efecto la Sentencia del 30 de junio de 2010 y emitió una nueva 

orden de emplazamiento por edicto al apelado.    

 El 4 de junio de 2015, la parte apelante presentó una Moción 

en Solicitud de Anotación de Rebeldía, que se Dictara Sentencia 

Final en Rebeldía y la Publicación de la Sentencia.  Informó que el 

edicto se había publicado en el periódico El Nuevo Día el 15 de 

abril de 2015 y que copia de la demanda y del edicto habían 

cursadas a la parte apelada a sus tres (3) direcciones conocidas el 

22 de abril de 2015.  Asimismo, que la información al respecto y la 

copia del Affidavit habían sido suplidas al Tribunal el 4 de mayo de 

2015.  Destacó, además, que dos de los sobres remitidos habían 

sido devueltos por el correo, uno por razón de haber sido 

rechazado y el otro porque nadie residía en la dirección a la cual se 

había cursado; mientras que el tercero aún se encontraba en el 

correo por no haber sido reclamado.  Por último, señaló que 

habían trascurrido cuarenta y siete (47) días desde la fecha de 
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publicación del edicto, ello sin contestación a la demanda o 

reacción alguna por parte del apelado.        

El 10 de junio de 2015, la parte apelada presentó una 

Moción en Solicitud de Desestimación. Arguyó que procedía la 

desestimación de la demanda de autos con perjuicio por 

insuficiencia en el diligenciamiento del emplazamiento.  En apoyo 

de lo anterior sostuvo que, para el 28 de diciembre de 2009, fecha 

en que se presentó la demanda de epígrafe regían aún las 

derogadas Regla de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. III, que 

establecían que si el emplazamiento no podía llevarse a cabo 

dentro de los seis (6) meses de expedido por la Secretaría del 

Tribunal, procedía la desestimación de la demanda con perjuicio 

en ausencia de una solicitud de extensión de término previa a tales 

efectos.  Reiterando los planteamientos esbozados en sus mociones 

previas al Tribunal, el 25 de junio de 2015, la parte apelante 

presentó su oposición. 

El 13 de agosto de 2015, el foro apelado celebró una vista 

para la discusión de las antedichas mociones.  Luego de sopesar 

los argumentos de las partes, el 14 de agosto de 2015, el Tribunal 

dictó Sentencia y desestimó con perjuicio la demanda de autos por 

insuficiencia en el diligenciamiento del emplazamiento.  Juzgó que 

le asistía la razón a la parte apelada, toda vez que de conformidad 

con las antiguas Reglas de Procedimiento Civil, supra, aplicables 

para la fecha en que se presentó la demanda de epígrafe, la parte 

apelante contaba con seis (6) meses para diligenciar el 

emplazamiento, contados a partir del 1 de septiembre de 2010; sin 

embargo, no lo hizo, sino que esperó hasta el 26 de enero de 2015, 

para solicitar que se expidieran los nuevos emplazamientos sin 

establecer justa causa para ello.  

Inconforme con tal determinación, el 4 de septiembre de 

2015, la parte apelante solicitó reconsideración, la cual fue 
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denegada el 10 de septiembre de 2015.  Todavía insatisfecha, el 2 

de octubre de 2015, la parte apelante acudió ante nos y planteó lo 

siguiente:  

El TPI erró en emitir al 30 de junio de 2010 notificada 

al 6 de julio de 2010 sentencia final en rebeldía contra 
Miguel A. Ortiz Pérez, alguien que no ha sido 
emplazado y para quien una moción de 

Emplazamiento por Edicto estuvo pendiente.   
 

El TPI al emitir la primera orden de Emplazamiento al 
9 de agosto de 2010 notificado y suplido por la 
Secretaría al 1 de septiembre de 2010 lo estaba 

haciendo bajo las reglas nuevas y erró en aplicar las 
reglas viejas. 

La primera orden de Emplazamiento por Edicto fue 
inválida porque ya se había archivado Sentencia Final 
en Rebeldía en dicho caso.   

 
Implícita en la emisión de un Emplazamiento por 
Edicto después de haberse expirado el término de 180 

días originales para emplazar es que el Tribunal está 
acordando un nuevo término para poder emplazar la 

persona, esta vez por edicto.  La emisión de un nuevo 
Emplazamiento también confirma la aceptación 
implícita del Tribunal de que las razones por las cuales 

habrá que hacer el emplazamiento por edicto son 
sustanciales y adecuadas.   
 

Al dejar sin efecto la Sentencia en Rebeldía al 3 de 
febrero de 2015, el TPI estuvo actuando en forma 

razonable y justificada, ya que la sentencia original 
había sido declarada erróneamente contra una 
persona que no había sido emplazada.  Esta acción 

está permitida por la jurisprudencia y por las Reglas 
49.1, 49.2 y 72.   

 
El período de tiempo en el cual existía la Sentencia en 
Rebeldía errónea se debería contar como si fuera un 

período de paralización del caso, ya que el efecto de la 
Sentencia errónea fue eso mismo-causó el archivo 
inapropiado del caso en manos del Tribunal/Secretaría 

(paralización accidental) y también causó el archivo 
inapropiado del caso en manos de la parte 

demandante/apelante (paralización accidental cuando 
el archivo se guardó con los casos ya sentenciados.). 
 

Implícita en la emisión de cualquier emplazamiento 
nuevo por un Tribunal es el entendimiento que el 

Tribunal está aceptando como adecuadas las razones 
por las cuales se solicitó el nuevo emplazamiento, y 
está acordando implícitamente un nuevo período de 

tiempo para poder efectuar el nuevo emplazamiento.  
(Sino, dicha expedición del nuevo emplazamiento no 
tendría sentido, especialmente si el período normal 

inicial para emplazar ya hubiera terminado.)  Por lo 
tanto, la expedición del nuevo Emplazamiento por 

Edicto al 17 de febrero de 2015 es una declaración 
implícita del TPI que éste acepta las razones dadas por 
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cuales se hizo la solicitud y es una otorgación implícita 
de un nuevo término para poder emplazar.  Por lo 

tanto, el TPI erró en no aceptar el uso del nuevo 
emplazamiento por edicto una vez que lo había 

emitido.   
 
El TPI erró en emitir sentencia que en efecto invalidó 

su decisión previa de permitir el nuevo Emplazamiento 
por Edicto, decisión hecha en febrero de 2015.  No 
está justificada esta anulación de una decisión ya 

hecha, especialmente considerando que la parte 
demandante-apelante tuvo que gastar su tiempo y su 

dinero en proceder con el Emplazamiento por Edicto.   
 
La emisión errónea de la Sentencia en Rebeldía indujo 

a error a la parte demandante/apelante, y por eso 
debería haber un remedio que sea menos severo que la 

guillotina que es la desestimación con perjuicio que 
quiere imponer el TPI.  El TPI erró en escoger una 
alternativa injusta.   

 
El emplazamiento por Edicto nuevo se hizo de acuerdo 
a las reglas y la parte demandada-apelada no contestó 

a tiempo, ni siquiera dentro de los 30 días desde que él 
admite que él supo de la publicación del edicto.  Por 

eso, el TPI erró en no anotarle la Rebeldía y emitir 
Sentencia en Rebeldía en su contra de acuerdo a la 
evidencia juramentada sometida por la parte 

demandante-apelante.   
 
El TPI erró en permitir que el Lic. José M. Ramírez 

Hernández empezara a representar a Miguel A. Ortiz 
Pérez sin proveer en primera instancia su dirección 

postal, su dirección residencial y su teléfono como 
exige el primer párrafo de la Regla 9.1. 
El TPI erró en notificar la Sentencia del 14 de agosto 

de 2015 a una dirección falsa que el TPI ya había sido 
informado en sala que no era la dirección de la parte 

demandada y que siempre fue un lote vacío y nunca 
fue una dirección viable.  Por lo tanto, la Sentencia del 
14 de agosto de 2015 todavía no es válida porque no 

ha sido notificada directamente a la parte demandada-
apelada como exigen las reglas.   
 

El TPI erró en permitir que la parte demandada-
apelada compareciera en el caso sin cancelar los 

aranceles correspondientes, aunque el Tribunal sí fue 
notificado de la falta.   
 

Luego de evaluar el expediente de autos, y contando con el 

beneficio de la comparecencia de ambas partes, estamos en 

posición de adjudicar la presente controversia.   

II 

El emplazamiento es el mecanismo procesal que permite al 

tribunal adquirir jurisdicción sobre el demandado, para que este 
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quede obligado por el dictamen que en la eventualidad dicho foro 

emita. Márquez v. Barreto, 143 DPR 137 (1997).  El emplazamiento 

es parte esencial del debido proceso de ley y su propósito es 

notificarle de forma sucinta y sencilla a la parte demandada de que 

existe una reclamación en su contra para así garantizarle la 

oportunidad de comparecer en el juicio, ser oído y presentar 

prueba su favor. Banco Popular v. S.L.G. Negrón, 164 DPR 855, 863 

(2005); Global v. Salaam, 164 DPR 474, 480 (2005).  Por tanto, el 

método de notificación utilizado debe ofrecer una probabilidad 

razonable de informarle al demandado de la acción en su contra. 

Id.  Toda vez que el emplazamiento es corolario al debido proceso 

de ley, "se requiere estricta adhesión a sus requerimientos". Id.; 

First Bank of P.R. v. Inmob. Nac., Inc., 144 DPR 901 (1998).   

Aunque el diligenciamiento personal del emplazamiento es el 

método más idóneo, por vía de excepción, la Regla 4.6 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R.4.6, permite el 

emplazamiento por edicto. Por tanto, cuando, entre otras 

instancias, la persona no puede ser localizada después de realizar 

las diligencias pertinentes que deben ser acreditadas mediante 

declaración jurada, el tribunal permitirá el emplazamiento 

mediante la publicación de un edicto. Regla 4.6(a) de 

Procedimiento Civil, supra;  Banco Popular v. S.L.G. Negrón, supra, 

pág. 865.    

Luego de autorizado el emplazamiento por edicto, el 

demandante procurará su publicación en un periódico de 

circulación general en Puerto Rico y dentro de los 10 días luego de 

publicado el edicto, dirigirá a la parte demandada copia de la 

demandada y del emplazamiento, mediante correo certificado con 

acuse de recibo a su última dirección conocida.  Regla 4.6(a) de 

Procedimiento Civil, supra.   
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Las disposiciones de la referida regla están cimentadas en la 

doctrina judicial reiterada de que la expedición de un 

emplazamiento, y su diligenciamiento conjuntamente con copia de 

la demanda, así como el cumplimiento con los requisitos exigidos 

para que se autorice el emplazamiento por edictos, son trámites 

necesarios para que un tribunal adquiera jurisdicción sobre la 

persona del demandado cuando se trata de traerlo a la jurisdicción 

del tribunal por las causas que la ley establece para ello. Nazario v. 

A.E.E., 172 DPR 649 (2007); Lucero v. San Juan Star, 159 DPR 494 

(2003); Banco Popular v. S.L.B. Negrón, supra; Reyes v. Oriental 

Fed. Savs., 133 DPR 15 (1993); Claudio v. Casillas Mojica, 100 DPR 

761 (1972); Franco v. Corte, 71 DPR 686 (1950).    

Estos requisitos son una garantía del debido proceso de ley 

en su vertiente procesal, de ahí que en Reyes v. Oriental Fed. Savs. 

Bank, 133 DPR 15 (1993), se señaló que los mismos deben 

observarse estrictamente.  De lo contrario, se priva al tribunal de 

jurisdicción sobre la persona del demandado, por lo que cualquier 

sentencia dictada será nula. Banco Popular v. S.L.B. Negrón, supra; 

Ortiz v. The Crescent Trading Co., 69 DPR 501 (1949).   

La antigua Regla 4.3(b) de Procedimiento Civil de 1979, 32 

LPRA Ap. III, R. 4.3(b), vigente al momento de incoarse de la 

demanda de autos, dispone lo siguiente en cuanto al término para 

emplazar: 

El emplazamiento será diligenciado en el término de 

seis (6) meses de haber sido expedido.  Dicho término 
solo podrá ser prorrogado por un término razonable a 

discreción del tribunal si el demandante demuestra 
justa causa para la concesión de la prórroga y solicita 
la misma dentro del término original.  Transcurrido el 

término original o su prórroga sin que el 
emplazamiento hubiere sido diligenciado, se tendrá a 

la parte actora por desistida, con perjuicio.   
 
Del texto de la regla y su jurisprudencia interpretativa se 

desprenden los requisitos siguientes: primero, que el término para 

emplazar es de seis meses; segundo, que dicho término puede ser 
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prorrogado discrecionalmente por el tribunal de instancia, aun 

expirado ya el plazo; tercero, que la prórroga para emplazar se 

autorizará sólo por justa causa, y cuatro, que el incumplimiento 

con el término provisto acarrea la desestimación con perjuicio de la 

demanda.  Banco Popular v. S.L.G. Negrón, supra, pág. 864.   

La desestimación con perjuicio que ordena la Regla 4.3(b), 

supra, al igual que la desestimación bajo la Regla 39.2 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. III, persigue sancionar la dejadez 

e inacción de un litigante que inicia un pleito y luego no efectúa las 

gestiones necesarias para adquirir jurisdicción sobre el 

demandado. Id. a la pág. 864. Ambas tienen el propósito de 

acelerar la litigación y despejar los calendarios, ello a los fines de 

promover la tramitación rápida de los casos y la firme política 

judicial de que los casos sean resueltos en sus méritos.  Id.    

Ahora bien, en lo que respecta a la discreción que le asiste al 

tribunal de instancia para prorrogar el término establecido por la 

Regla 4.3(b) de Procedimiento Civil, supra, el Tribunal Supremo ha 

expresado que aun cuando se le haya solicitado la prórroga luego 

de haber vencido el término, siempre y cuando la parte que lo 

solicita demuestre causa para ello y no haya abuso de discreción 

por parte de dicho foro, ello para evitar la drástica sanción de la 

desestimación. López v. Porrata-Doria, 140 DPR 96, 102 (1996).  

Por igual, en ausencia de abuso de discreción, la determinación del 

tribunal de justa causa para prorrogar el término del 

emplazamiento debe deducirse de su negativa a imponer la sanción 

de desistimiento con perjuicio.  Banco Metropolitano v. Berríos, 110 

DPR 721, 724-725 (1981).   

La aludida regla fue enmendada en el 2009.  Bajo la actual 

Regla 4.3(c) de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, R. 

4.3(c), se conceden ciento veinte (120) días a partir de la 

presentación de la demanda o de la fecha de expedición del 
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emplazamiento por edicto.  Este plazo no puede ser disminuido por 

el tribunal en los casos ordinarios. Ortolaza v. Fondo del Seguro del 

Estado, 116 DPR 700 (1985). Otro cambio significativo impuesto 

por la nueva regla es que si transcurre el antedicho término de 

ciento veinte (120) días sin haberse emplazado a la parte 

demandada, el caso quedará archivado automáticamente. Al 

desestimar sin perjuicio la parte demandada no quedaría afectada 

de forma negativa.  Ahora bien, una subsiguiente desestimación 

tendría el efecto de una adjudicación en los méritos.  La nueva 

regla lee de la siguiente manera: 

El emplazamiento será diligenciado en el término de 
ciento veinte (120) días a partir de la presentación de 

la demanda o de la fecha de expedición del 
emplazamiento por edicto. El Secretario o Secretaria 
deberá expedir los emplazamientos el mismo día en 

que se presenta la demanda. Si el Secretario o 
Secretaria no los expide el mismo día, el tiempo que 

demore será el mismo tiempo adicional que los 
tribunales otorgarán para diligenciar los 
emplazamientos una vez la parte demandante haya 

presentado de forma oportuna una solicitud de 
prórroga. Transcurrido dicho término sin que se haya 
diligenciado el emplazamiento, el tribunal deberá 

dictar sentencia decretando la desestimación y archivo 
sin perjuicio. Una subsiguiente desestimación y 

archivo por incumplimiento con el término aquí 
dispuesto tendrá el efecto de una adjudicación en los 
méritos.    

32 LPRA Ap. V, R. 4.3.   
  

III 

 En esencia, la parte apelante arguye que el foro de primera 

instancia incidió al aplicar a la causa de epígrafe la antigua Regla 

4.3(b) de Procedimiento Civil, supra, y desestimar con perjuicio la 

demanda que instó en  contra del apelado.  Por estar íntimamente 

relacionados, discutiremos los señalamientos de error de manera 

conjunta.    

 Recapitulando, por resultar fallidos todos los esfuerzos 

dirigidos a ubicar y emplazar al apelado, el 25 junio de 2010, la 

parte apelante presentó una moción solicitando el emplazamiento 

por edicto.  Sin embargo, por error o inadvertencia, sin haber 
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asumido jurisdicción sobre la persona del apelado ante la falta de 

emplazamiento, el 30 de junio de 2010, el foro de primera 

instancia declaró Ha Lugar la demanda de autos y dictó sentencia 

en su contra.  Posteriormente, el 9 de agosto de 2010, el Tribunal 

autorizó el emplazamiento por edicto al apelado y expidió la 

correspondiente orden a tales efectos.  Es importante destacar que 

parte apelante no acató la referida orden. Como justificación para 

ello alegó no haber recibido la antedicha autorización.  Sostuvo 

que a juicio suyo la sentencia del 30 de junio de 2010 había 

advenido final, firme y ejecutable.   

Casi cinco (5) años más tarde, el 26 de enero de 2015, al 

examinar el expediente del caso en preparación para la ejecución 

de la sentencia, y al percatarse de que el Tribunal aún no había 

asumido jurisdicción sobre la persona del apelado al momento de 

emitir su sentencia, la parte apelante solicitó que se decreta la 

nulidad de la sentencia, así como la expedición de una nueva 

orden de emplazamiento, petición que fue acogida el 3 de febrero 

de 2015. Posteriormente, el 10 de junio de 2015, el apelado solicitó 

la desestimación del pleito por insuficiencia en el diligenciamiento 

del emplazamiento.  El foro primario acogió la referida solicitud y 

desestimó la demanda con perjuicio.   

Al emitir su dictamen en lo relativo al diligenciamiento del 

emplazamiento, el foro primario lo hizo bajo las antiguas Reglas de 

Procedimiento Civil, supra, dejándose llevar por la fecha en que se 

presentó la demanda.  Concluyó que la parte apelante contaba con 

seis (6) meses para diligenciar el emplazamiento, a partir del 1 de 

septiembre de 2010, fecha en que se archivó en autos la orden 

inicial del emplazamiento por edicto; sin embargo no lo hizo, sino 

que esperó hasta el 26 de enero de 2015, para solicitar que se 

expidieran los nuevos emplazamientos sin establecer justa causa 

para ello.  De manera que, el foro de primera instancia resolvió que 
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procedía la desestimación con perjuicio por insuficiencia en el 

diligenciamiento del emplazamiento ante el incumplimiento de la 

parte apelante al no diligenciarlo dentro de los seis (6) meses de 

haberse expedido.        

Aunque sea cierto que la demanda de autos se instó el 28 de 

diciembre de 2009, aún vigentes las antiguas Reglas de 

Procedimiento Civil, supra, no puede perderse de perspectiva que 

al 9 de agosto de 2010, fecha en que el Tribunal inicialmente 

ordenó la expedición del emplazamiento por edicto, ya estaban 

vigentes la nuevas Reglas de Procedimiento Civil, supra.  En ese 

sentido, vigentes las nuevas reglas en el momento procesal en que 

se produjo la controversia que dio objeto a la causa que no ocupa, 

resolvemos que el foro apelado erró al aplicar las reglas antiguas.   

 Consecuentemente, nos corresponde determinar si el 

diligenciamiento del emplazamiento por edicto al apelado se realizó 

dentro del término dispuesto en las nuevas reglas procesales.  

Según reseñamos, la nueva Regla 4.3(c) de Procedimiento Civil, 

supra, concede un plazo ciento veinte (120) días a partir de la 

presentación de la demanda o de la fecha de expedición del 

emplazamiento por edicto para diligenciar el emplazamiento.  Si 

transcurre el referido término sin haberse emplazado a la parte 

demandada, el caso quedará archivado automáticamente.  Esta 

primera desestimación será sin perjuicio. Ahora bien, una 

subsiguiente desestimación será con perjuicio y tiene el efecto de 

una adjudicación en sus méritos. Así pues, como puede 

observarse, los cambios más significativos fueron la reducción del 

término para el diligenciamiento de seis (6) meses a ciento veinte 

(120) días; que el tribunal ya no tiene la discreción de prorrogar 

dicho término, salvo que la concesión de la prórroga sea 

consecuencia de la dilación en expedir los emplazamientos por 



 
 

 
KLAN201501549    

 

13 

parte del Secretario o Secretaria; y que la primera desestimación es 

sin perjuicio.   

 En el caso de autos, como vimos, la primera orden para el 

diligenciamiento del emplazamiento se expidió el 9 de agosto de 

2010 y se archivó en autos copia de la notificación el 1 de 

septiembre de 2010.  En ese sentido, tiene razón el foro primario al 

disponer en su sentencia que es a partir de tal fecha que comenzó 

a decursar el término para el diligenciamiento del emplazamiento.  

También le asiste la razón al foro de primera instancia cuando 

concluye que la parte apelante incumplió con el término para el 

diligenciamiento del emplazamiento.  Nótese que al 26 de enero de 

2015, fecha en que la parte apelante solicitó que se expidiera una 

nueva orden de emplazamiento, ya habían transcurrido 

aproximadamente cinco (5) años sin que dicha parte llevara a cabo 

el mismo o realizara trámite alguno en cuanto a este particular.  

Sin embargo, erró al aludir al término de seis (6) meses provisto 

por la antigua regla, más no así al término de ciento veinte (120) 

días dispuesto en la nueva regla.  Por igual, incidió al desestimar la 

demanda con perjuicio, pues las nuevas reglas disponen para la 

desestimación y archivo sin perjuicio.   

Finalmente, aunque en la disposición de la sentencia 

apelada el Tribunal no se hace mención sobre la segunda orden de 

emplazamiento dictada, estimamos que, siendo de aplicación las 

nuevas reglas, el tribunal carecía de la discreción que le conferían 

las reglas antiguas para prorrogar dicho término.  A la luz de lo 

anterior, el foro de primera instancia no gozaba de autoridad para 

emitir la orden del 3 de febrero de 2015 autorizando el nuevo 

emplazamiento.  Esta prórroga tácita y/o determinación de justa 

causa para la expedición de los emplazamientos, era permisible 

únicamente al palio de las reglas antiguas. Así pues, no 

habiéndose diligenciado los emplazamientos dentro del término de 
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ciento veinte (120) días dispuesto en la nueva Regla 4.3 (c), supra, 

decretamos la desestimación y archivo del caso sin perjuicio.  

Dejamos sin efecto la drástica sanción de la desestimación con 

perjuicio dispuesta en la reglas antiguas.      

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, modificamos la 

Sentencia apelada para que la desestimación sea sin perjuicio, y 

así modificada, la confirmamos.   

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

La Hon. Lebrón Nieves disiente con opinión escrita. 

 
 
 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
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VOTO DISIDENTE DE LA JUEZA LEBRÓN NIEVES 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de enero de 2016. 

En esencia, la controversia trabada ante nuestra 

consideración estriba en determinar si actuó correctamente el foro 

primario al desestimar con perjuicio la demanda incoada por la 

parte demandante apelante, por ésta no haber emplazado a la 

parte demandada apelada dentro del término reglamentario. 

Veamos. 

A los fines de atender el asunto planteado, precisa que 

repasemos brevemente lo dispuesto por nuestro ordenamiento 

procesal, en lo que al mecanismo del emplazamiento se refiere. 

 El emplazamiento es el mecanismo procesal de notificación 

que se utiliza para que un tribunal pueda adquirir jurisdicción 

sobre la persona del demandado, de forma tal que éste quede 

obligado por el dictamen que finalmente se emita. Su propósito 

principal es notificar al demandado, a grandes rasgos, de que se ha 

instado una acción judicial en su contra, para así garantizarle su 

derecho a ser oído y defenderse si así lo desea. Por esta razón, los 
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requisitos para el emplazamiento deben cumplirse estrictamente. 

Véase, Márquez v. Barreto, 143 DPR 137 (1997); Bco. Central Corp. 

v. Capitol Plaza, Inc., 135 DPR 760, 763 (1994). Es mediante el 

emplazamiento que se adquiere jurisdicción sobre la persona del 

demandado. First Bank v. Inmob. Nac., Inc., 144 DPR 901, 912 

(1988); Rivera v. Jaume, 157 DPR 562, 575 (2002). 

La Regla 4.1 de Procedimiento Civil de 1979,1 32 L.P.R.A. Ap. 

III, establece que: “presentada la demanda, el secretario expedirá 

inmediatamente un emplazamiento y lo entregará al demandante o 

a su abogado”. Bco. Des. Eco. V. AMC Surgery, 157 DPR 150, 153 

(2002). 

Por su parte, la Regla 4.3 (b) de las de Procedimiento Civil de 

1979, 32 L.P.R.A. Ap. III, aplicable al caso de autos, establecía que 

el emplazamiento debía ser diligenciado en el término de seis (6) 

meses de haber sido expedido.  (Énfasis nuestro)   

b.  El emplazamiento será diligenciado en el término 

de seis (6) meses de haber sido expedido. Dicho 
término solo podrá ser prorrogado por un término 
razonable a discreción del tribunal si el demandante 

demuestra justa causa para la concesión de la 
prórroga y solicita la misma dentro del término 
original. Transcurrido el término original o su prórroga 

sin que el emplazamiento hubiere sido diligenciado, se 
tendrá a la parte actora por desistida, con perjuicio.  

 
Nuestro Tribunal Supremo dispuso en  Monell v. Mun. de 

Carolina, 146 DPR 20, 25 (1998), lo siguiente: 

“Es forzoso interpretar pues, que cuando la Regla 4.3 
establece que el emplazamiento será diligenciado 
dentro de los seis (6) meses de expedido, equipara la 

fecha de su expedición con la presentación de la 
demanda. Aunque puede haber unos pocos días de 

diferencia debido a demoras legítimas y comprensibles 
-atribuibles a los cientos, por no decir miles de 
documentos y escritos que se presentan en las 

secretarías de los tribunales en el país-, no cabe otra 
interpretación. No podemos dejar al arbitrio de un 

demandante o su abogado la fecha en que se 
tramitarán o procurarán los emplazamientos y, por 
ende, cuando serán expedidos. Equivaldría 

injustamente y sin autoridad judicial, extender el 

                                                 
1 Las Reglas de Procedimiento Civil de 1979, eran las reglas que estaban vigente a la 
fecha en que se instó la demanda que nos ocupa. 
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período de tiempo que nuestro ordenamiento ha 
establecido como apropiado para emplazar a una 

parte. Véase Ortalaza v. F.S.E., 116 D.P.R. 700 (1985). 
(Énfasis nuestro) 

 
Con posterioridad, la Asamblea Legislativa aprobó la Ley 

Núm. 17 de 12 de mayo de 2009, la cual enmendó la Regla 4.3 (b) 

para establecer que el término de seis (6) meses para diligenciar el 

emplazamiento comenzaría a decursar a partir de la presentación 

de la demanda y no desde que se expiden los emplazamientos.  A 

partir de dicha fecha la misma lee como sigue:   

Regla 4.3 Quien puede diligenciarlo; término para 
el diligenciamiento.   
 

(b)  El emplazamiento será diligenciado en el término 
de seis (6) meses desde que se presenta la 

Demanda.  La secretaría del Tribunal de Primera 
Instancia deberá expedir los emplazamientos el mismo 
día en que se radica la demanda.  Si la secretaría no 

expide el mismo día, el tiempo que demore será el 
mismo tiempo adicional que los tribunales otorgarán 
para diligenciar los emplazamientos una vez las partes 

presenten oportunamente una solicitud de prórroga 
para diligenciar el emplazamiento de su 

demanda.  Además de lo anterior, el término de seis (6) 
meses sólo podrá ser prorrogado por cualquier otra 
razón, por un término razonable a discreción del 

tribunal si el demandante demuestra justa causa para 
la concesión de la prórroga y solicita la misma dentro 
del término original.  Transcurrido el término original 

o su prórroga sin que el emplazamiento hubiera sido 
diligenciado, se tendrá a la parte actora por desistida, 

con perjuicio. 
  
Del texto de la Regla 4.3 (b) de Procedimiento Civil, supra, y 

de su jurisprudencia interpretativa, se desprenden los siguientes 

requisitos: “primero, que el término para emplazar es de seis 

meses; segundo, que dicho término puede ser prorrogado 

discrecionalmente por el tribunal de instancia, aun expirado ya el 

plazo; tercero, que la prórroga para emplazar se autorizará sólo 

por justa causa; y, cuarto, que el incumplimiento con el 

término provisto acarrea la desestimación con perjuicio de la 

demanda.” 32 L.P.R.A. Ap. III, R. 4.3 (b); Banco Popular de Puerto 

Rico v. Rafael Negrón Barbosa, supra. (Énfasis nuestro). Conforme 

a lo antes citado, la concesión de la prórroga depende de la 
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discreción del tribunal y se fundamenta en la existencia de justa 

causa.  Ésta se define como “aquélla ajena a la causa legal que 

está basada en motivos razonables, y debe existir una razón 

honesta y regulada por buena fe.” Ignacio Rivera García, 

Diccionario de términos jurídicos, Lexis Publishing, San Juan, 

2000, pág. 142. Sánchez Rodríguez v. Adm. de Corrección, 177 DPR 

714, 725-726 (2009). 

Por su parte, la Regla 4.4 (a) de las de Procedimiento Civil de 

1979, 32 L.P.R.A. Ap. III, disponían acerca de la manera de 

diligenciar los emplazamientos sobre una persona mayor de edad. 

La antes mencionada Regla disponía, en lo pertinente, que: 

Regla 4.4 Diligenciamiento personal- 
 
El emplazamiento y la demanda se diligenciarán 

conjuntamente. El demandante proporcionará a la 
persona que haga el diligenciamiento las copias 
necesarias.  Dicha persona, al entregar la copia del 

emplazamiento hará constar al dorso de aquélla sobre 
su firma, la fecha y el lugar de dicha entrega y el 

nombre de la persona a quien se hizo la misma. El 
diligenciamiento se hará de la manera siguiente: 
 

(a) A una persona mayor de edad, entregándole 

copia del emplazamiento y de la demanda, a 

ella personalmente, o a un agente autorizado 

por ella o designado por ley para recibir 

emplazamiento [a]. 

........ 
 

Nuestro Máximo Foro ha resuelto que “la Regla 4.3 (b) es un 

desarrollo paralelo de la 39.2 (b) sobre desestimación del pleito por 

inactividad, y ambas tienen el mismo propósito de acelerar la 

litigación y despejar los calendarios, operando la primera en la 

temprana etapa del pleito.” Sánchez Rodríguez v. Adm. de 

Corrección, supra, a la pág. 721. 

Ambas medidas se apoyan en la economía procesal que 

persigue descongestionar los tribunales, de forma que se descarten 

los pleitos que simplemente atrasan el calendario: “El abandono 

del pleito por inactividad o la falta de emplazamiento dentro del 
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término provisto por ley provocan demoras innecesarias que tienen 

consecuencias perjudiciales no tan sólo para un efectivo sistema 

de justicia, sino para el demandado.” Id. 

Esbozada la norma jurídica, procede aplicarla al caso de 

marras. Conforme surge del trasfondo procesal, el caso de autos 

nació a la vida jurídica el 28 de diciembre de 2009, cuando el 

demandante Richard A. Vito presentó su demanda en cobro de 

dinero contra el demandado apelado Miguel A. Ortiz Pérez.  Sin 

embargo, por razones que no surgen del expediente apelativo, no 

fue sino hasta el 22 de enero de 2010 que el foro a quo expidió los 

emplazamientos dirigidos a la parte demandada apelada.  Estas 

fechas son de crucial importancia, ya que tanto al momento de la 

radicación de la demanda como de la expedición de los 

emplazamientos, estaban en toda su fuerza y vigor las antiguas 

Reglas de Procedimiento Civil de 1979. 

Así pues, conforme al estado de derecho vigente al momento 

en que el demandante movió la maquinaria judicial contra el 

demandado, el término dispuesto para el diligenciamiento del 

emplazamiento sobre el demandado apelado era de seis (6) meses.  

La consecuencia neta del incumplimiento con dicho término sin la 

oportuna solicitud de prórroga, acreditada la justa causa para la 

dilación a satisfacción del tribunal, lo era la desestimación del 

pleito con perjuicio. 

Al examinar con detenimiento y sosiego el trámite procesal 

del caso, vemos que luego de comenzado el pleito, el 25 de junio de 

2010, el demandante apelante presentó Moción Solicitando el 

Emplazamiento por Edicto, a la cual anejó una declaración jurada 

del emplazador Amaury José Román Rosario, que lee como sigue: 

DECLARACION JURADA 
 

Yo, Amaury J. Román Rosario, mayor de edad, casado 
y vecino de Caguas, Puerto Rico, bajo el más solemne 
juramento declaro: 
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1. Que mi nombre y demás circunstancias personales 
son como antes expresadas. 

 
2. Que me fue asignado el emplazamiento del Sr. 

MIGUEL A. ORTIZ PÉREZ, POR SÍ Y EN 
REPRESENTACIÓN DE LA SOCIEDAD LEGAL DE 
GANANCIALES COMPUESTA POR EL Y LA SRA. 

IVELISSE MERCED. 
 
3. Que mis gestiones consistieron en: 
 

a) Que el día 23 de febrero de 2010 a las 6:30 pm 
visité la dirección residencial suministrada por el 

demandado en calle Del Parque # 49, Urb. Camino 
Real, Caguas y resultó en que dicha dirección 
corresponde a un lote vacío. 

 
b) Que visité el mismo día a las 8:30 pm la 
dirección anterior del demandado en Urb. Gran  

Vista 1, calle Valle Sur #2. Ahí fui informado por el 
guardia de la compañía de seguridad YUMA 

SECURITY, Sr. Alfredo Rivera que el Sr. MIGUEL A. 
ORTIZ, ya no reside ahí y que desconoce su 
paradero. 

 
c) Que el 22 de marzo de 2010 a las 7:10 pm visité 

la dirección del demandado que figura en su 
licencia de conducir en Urb. Alto Monte, calle 22, 
2P-24, Caguas. Ahí fui informado por el residente, 

Sr. Juan Rold[á]n de que no conoce al SR. MIGUEL 
A. ORTIZ y desconoce su paradero. 
 

d) Que el día 5 de abril de 2010 a las 1:40 pm en 
Medina Auto en Caguas, emplacé a IVELISSE 

MERCED. Allí me informó que desconoce el 
paradero del demandado. 
 

e) Que me comuniqué con el Sr. Edgardo Flores 
persona de referencia según información 

suministrada por el demandado, al teléfono (787) 
903-0660 y este me informó que no ve al 
demandado hace tiempo y desconoce su paradero. 

 
f) Que visité el CUARTEL DE LA POLICÍA DE 
CAGUAS y hablé con el Policía Juan Rivera 

Hernández, placa n[ú]m 8582 y me indicó 
desconocer el paradero de la parte demandada. 

 
[g]) Que el día 5 de abril de 2010 a las 3:20 pm 
visité la ALCALDÍA DE CAGUAS y hablé con María 

A. Rivera y me indicó que no conoce a los 
demandados ni su paradero. 

 

4. Que todas las gestiones resultaron infructuosas. 
 
5. Que se hace esta declaración a los efectos de 

consignar ante este honorable Tribunal las 
gestiones efectuadas para localizar a la parte 
demandada descrita en el párrafo número dos (2). 
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En CAGUAS de Puerto Rico, a 15 DE ABRIL [DE] 
2010. 

 
FIRMADO 

DECLARANTE 
 
AFFIDAVIT NÚM. 60744 

 
Jurado y suscrito ante mí por AMAURY JOSÉ ROMÁN 
ROSARIO, de las circunstancias personales antes 

expresadas, a quien DOY FE de conocer 
personalmente / IDENTIFICADO CON LIC COND DE 

PR #647064 EN ____________ Puerto Rico, a 15 de abril 
del 2010. 
 

      FIRMADO 
      NOTARIO PÚBLICO 

 
Como se puede apreciar, del texto de la antes aludida 

moción, no surge que la parte demandante le haya solicitado al 

foro primario prórroga alguna para emplazar y tampoco adujo 

justa causa para no haber emplazado dentro del término de los 

seis (6) meses. 

No obstante, si únicamente a los fines de la discusión, 

asumiéramos una postura laxa y flexible, de modo que 

consideráramos la Moción Solicitando el Emplazamiento por Edicto 

como “una solicitud de prórroga para emplazar”,  la pregunta que 

debemos hacernos es: ¿lo expuesto en la declaración jurada antes 

transcrita es suficiente para que procediera la citación por edictos 

y se dispensara al demandante del requisito de notificarle 

personalmente al demandado? La respuesta es que no.  

Desde tiempos inmemorables,  nuestro Tribunal Supremo ha 

establecido, sin lugar a ambages, la insoslayable obligación de la 

parte demandante de acreditar la suficiencia de las gestiones 

realizadas para mover al tribunal a autorizar un emplazamiento 

por edicto.  Así pues, en el caso de Danis v. Corte Municipal, 57 

D.P.R. 830 (1940) el Alto Foro señaló que: " [n]o basta, asimismo, 

exponer que se desconoce el paradero actual de los demandados 

pues la ley, como hemos visto, exige que se hagan las diligencias 

correspondientes para que como resultado de ellas quede 
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satisfecho el juez de la existencia de los hechos justificativos de la 

orden de citación por edictos". (Citas omitidas). En lo pertinente, la 

Máxima Curia expresó lo siguiente: 

El caso de Danis no hace otra cosa que seguir la pauta 

establecida en las jurisdicciones donde existen 
disposiciones como la nuestra, que autorizan la 
citación por edictos, cuando median ciertas 

circunstancias. El Art. 94 del Código de 
Enjuiciamiento Civil, es esencialmente igual al Art. 

412 del Código de Procedimiento Civil de California. 
En aquel estado se ha sostenido que para que proceda 
la citación por edictos hay que demostrar que se ha 

sido diligente al tratar de localizar a los demandados 
para emplazarlos personalmente y que a pesar de esa 

diligencia ha sido imposible localizarlos. (Citas 
omitidas) 
 

La declaración jurada que a ese efecto se preste debe 
contener hechos específicos demostrativos de esa 
diligencia y no meras generalidades que no son otra 

cosa que prueba de referencia. En los casos que 
hemos estudiado aparecen específicamente las 

gestiones hechas con expresión de las personas con 
quiénes se investigó y la dirección de éstas. (Citas 
omitidas) 

 
Hacerlo constar es de incalculable valor para evitar el 
fraude. Es buena práctica inquirir de las autoridades 

de la comunidad, la policía, el alcalde, del 
administrador de correos que son las personas más 

llamadas a conocer la residencia o el paradero de las 
personas que viven en la comunidad. Parker v. Ross, 
217 P.2d 3732 21 A.L.R.2d 919 (Utah 1950) opinión 

concurrente. Demostrar que se han hecho todas estas 
diligencias es la única forma en que puede 

establecérsele satisfactoriamente al juez la 
imposibilidad de notificar personalmente al 
demandado.  

 
El juez de instancia a quien se le presente una moción 

para que se autorice la citación por edictos debe 
cerciorarse de que "se han hecho las diligencias 
necesarias para determinar el paradero del 

demandado". Danis v. Corte Municipal, supra. 
 

En resumen, para que proceda el emplazamiento por edicto 

se requiere que el demandante acredite, mediante declaración 

jurada, las diligencias realizadas para localizar y emplazar al 

demandando. La moción presentada debe contener hechos 

específicos y detallados demostrativos de esa diligencia y no meras 

generalidades.  Mundo v. Fuster, 87 DPR 363, 371-372 (1963).  La 

razonabilidad de las gestiones efectuadas dependerá de las 
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circunstancias particulares de cada caso, las cuales el juez 

corroborará a su satisfacción antes de autorizar el emplazamiento 

por edicto. Banco Popular v. S.L.G. Negrón, 164 DPR 855 (2005). 

Lanzó Llanos v. Banco de Vivienda, 133 DPR 507, 515 (1993).   

Por lo tanto, a los fines de que el tribunal pueda hacer dicha 

determinación, es necesario que la parte que promueve el 

emplazamiento por edictos coloque al tribunal en posición de así 

hacerlo. Meras generalidades son insuficientes. La declaración 

jurada que sirve de base a tal notificación tiene que establecer las 

diligencias realizadas en forma tan precisa y detallada como sea 

necesario para que el tribunal pueda entender, medir y aquilatar la 

eficiencia de tales gestiones a la luz de las circunstancias de cada 

caso en particular. Id. 

La suficiencia de tales diligencias se medirá teniendo en 

cuenta todos los recursos razonablemente accesibles al 

demandante para intentar localizar al demandado. Para hacer tal 

determinación, el Tribunal deberá examinar si, a la luz de las 

circunstancias del caso, las diligencias practicadas con el fin de 

notificar personalmente al demandado agotaron toda posibilidad 

razonable disponible al demandante para poder localizar a la parte 

demandada. Id. 

Cabe resaltar que en el caso de marras, en la antes 

transcrita declaración jurada el emplazador Román Rosario hace 

alusión a que “visitó el 23 de febrero de 2010 a la supuesta 

residencia en Caguas de la parte Miguel A. Ortiz Pérez”, y que 

“visité el mismo día, a las 8:30 pm la dirección anterior del 

demandado en Urb. Gran  Vista 1, calle Valle Sur #2. Ahí fui 

informado por el guardia de la compañía de seguridad YUMA 

SECURITY, Sr. Alfredo Rivera que el Sr. MIGUEL A. ORTIZ, ya no 

reside ahí y que desconoce su paradero.” 
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El emplazador indicó además, que el 5 de abril de 2010 

emplazó a la codemandada Ivelisse Merced y esta le informó que 

desconocía el paradero del demandado.  Adujo también, haber 

hablado con el señor Edgardo Flores, vía telefónica, pero no 

consignó la fecha ni el lugar. Mencionó haber visitado el cuartel de 

la Policía, igualmente sin consignar la fecha.  Su último intento 

para conocer el paradero del demandado fue 5 de abril de 2010, 

cuando alegadamente visitó la Alcaldía de Caguas, y habló con la 

señora María A. Rivera, quien le indicó desconocer a los 

demandados o su paradero.   

De particular importancia resulta el hecho que la última 

gestión realizada para emplazar fue llevada a cabo por el 

emplazador el 5 de abril de 2010.  De hecho, la declaración jurada 

fue suscrita el 15 de abril de 2015.  Por ende, transcurrieron tres 

meses y medio, previo al vencimiento del término, sin que surja 

gestión alguna realizada por la parte demandante para intentar 

emplazar a la parte demandada oportunamente. 

Luego de este periodo de inactividad, el 25 de junio de 2010, 

la parte demandante apelante le solicitó al foro primario que 

autorizara el emplazamiento por edicto.   

Surge además de los autos, que el foro apelado no se expresó 

en torno a la solicitud del demandante dentro del término 

reglamentario de seis (6) meses para emplazar, el cual venció el 22 

de julio de 2010.  En un trámite a lo sumo accidentado del caso, 

procedió a dictar sentencia, aún sin haber adquirido jurisdicción 

sobre el demandado. Ello, en una crasa violación al debido 

procedimiento de ley.  

Huelga decir que el término de seis (6) meses del que 

disponía el demandante para emplazar a la parte demandada 

transcurrió sin que se hubiese diligenciado el emplazamiento.  

Esta Juez no puede coincidir con la opinión mayoritaria cuando 
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avala la autorización para emplazar por edicto dada el 9 de agosto 

de 2010. Lo cierto es que la parte demandante nunca solicitó 

prórroga alguna dentro del término reglamentario y mucho menos, 

acreditó justa causa para merecer la concesión de una prórroga.  

Como se dijo, nuestra máxima instancia judicial ha resuelto que 

“la Regla 4.3 (b) es un desarrollo paralelo de la 39.2 (b) sobre 

desestimación del pleito por inactividad, y ambas tienen el mismo 

propósito de acelerar la litigación y despejar los calendarios, 

operando la primera en la temprana etapa del pleito.” Sánchez 

Rodríguez v. Adm. de Corrección, supra, a la pág. 721. 

Toda vez que el emplazamiento por edicto es un mecanismo 

de excepción, Hach v. Pure Water Systems, Inc., 114 D.P.R. 58 

(1983), su validez está supeditada al estricto cumplimiento con las 

normas procesales que lo regulan. Reyes v. Oriental Fed. Savs. 

Bank, 133 DPR 15, 24 (1993).   

En vista de lo anterior, en consonancia con la Regla 4 de 

Procedimiento Civil, supra, aplicable al caso que nos ocupa, 

procedía la desestimación de la causa de acción con perjuicio 

desde el momento en que la parte demandante apelante incumplió 

con diligenciar el emplazamiento dentro del término de seis (6)  

meses que disponía para ello.  No encuentro la razón de ser al 

escabroso trámite procesal posterior al vencimiento de dicho 

término. Es la opinión de esta Juez que al permitir el 

emplazamiento por edicto habiendo expirado el plazo para 

emplazar, esto es, el 9 de agosto de 2010, notificada la orden el 1 

de septiembre de 2012, el foro primario revivió una causa de 

acción inerte por el paso del tiempo sin el oportuno 

diligenciamiento del emplazamiento. Peor aún, al autorizar el 

emplazamiento por edicto sin que el demandante hubiese 

acreditado fehacientemente sus gestiones para emplazar 

personalmente al demandado, de conformidad con el marco 
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doctrinario antes expuesto, actuó en contravención a nuestro 

ordenamiento procesal.  Si bien es cierto que el foro de primera 

instancia posee discreción para autorizar el emplazamiento por 

edicto, en el presente caso no están presentes las circunstancias 

que le permitan el ejercicio de tal discreción, máxime cuando al así 

actuar, se puso en vilo el debido proceso de ley del demandado. 

Para la Juez que suscribe resulta forzoso concluir que el foro 

apelado actuó sin jurisdicción y por ende, el dictamen es uno nulo. 

Consecuentemente, procede la desestimación con perjuicio del 

pleito, pero por fundamentos distintos a los consignados por el foro 

de primera instancia.  

Las razones antes esbozadas me obligan a disentir de la 

opinión mayoritaria de este Panel.   

 
 

 
GLORIA L. LEBRÓN NIEVES 

Jueza de Apelaciones 

 
 


